Radicación: 660013107001-2021-00018-01

Accionante: Sofia Lili Villalba de Caicedo

Accionado: Colpensiones

Decisión: Revoca

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / DEFINICIÓN / REQUISITOS / RESPUESTA OPORTUNA, CLARA Y DE FONDO / Y EFECTIVAMENTE NOTIFICADA / NO SE CUMPLIÓ EN ESTE CASO.
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva. (…)
Asimismo, como lo ha decantado la jurisprudencia Constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que esta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante, así mismo, se torna en un elemento fundamental de esta garantía su efectiva notificación, pues en vano quedaría el proferimiento de una respuesta en los términos de ley, si la misma no es conocida por el interesado…
… se tiene que la pretensión de la parte accionante radicaba en obtener una respuesta por parte de Colpensiones con respecto a un derecho de petición instaurado el 25 de enero de 2021. Acerca de dicha reclamación, la entidad accionada informó que a la solicitud de marras se le dio respuesta oportuna; es de anotar que, para sustentar dicha afirmación, Colpensiones allegó una guía de envío remitidas a la Carrera 46 Nro. 52-36 en la ciudad de Medellín…
A pesar de lo anterior, la Sala no puede pasar por alto lo dicho por la recurrente en su escrito de impugnación, en la que básicamente afirmó que la respuesta a la que hizo referencia Colpensiones en su contestación al traslado de la acción jamás fue conocida, ello, por cuanto al parecer, por razones desconocidas, la empresa de mensajería no entregó la correspondencia, señalando como novedad “envió no entregado” …
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Hora: 8:30 a.m.
Aprobado por Acta No. 443
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la señora SOFÍA LILI VILLALBA DE CAICEDO, accionante dentro del presente asunto, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira el 24 de marzo de 2021 que negó la solicitud de amparo constitucional promovida en contra de COLPENSIONES.
ANTECEDENTES FÁCTICOS:

Refirió la accionante que en las calendas del 26 de enero de 2021 elevó ante Colpensiones una petición radicada bajo el Nro. 2021_533420, por medio de la cual solicitaba la copia de un expediente administrativo correspondiente a su difunto esposo, el señor Luis Carlos Caicedo Rodríguez. Sin embargo, a la fecha de interposición de la tutela no había recibido ninguna respuesta. 
Por ese motivo, la accionante solicitó la protección de sus derechos fundamentales de petición y debido proceso, y como consecuencia de ello, se le ordene a Colpensiones que le dé una respuesta clara, congruente y de fondo con respecto a su solicitud. 

ANTECEDENTES PROCESALES:
1. El Despacho de conocimiento admitió la acción mediante auto del 12 de marzo de 2021, por medio del cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a Colpensiones para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
2. Dentro del término de traslado, la Directora de la Dirección de Acciones Constitucionales de Colpensiones presentó un escrito en el que argumentó que esa entidad, mediante comunicación del 26 de enero de 2021, de Nro. BZ2021_796723, atendió de fondo, de manera congruente y clara la petición formulada por la accionante, brindándole copia en medio magnético de los documentos solicitados. Para corroborar tal afirmación, aportó una imagen de la guía de seguimiento de entrega. 
3. Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento decidió mediante sentencia del 24 de marzo del año que transcurre, negar la solicitud de amparo constitucional, al considerar, entre otras cosas, que: 
“De acuerdo con las pruebas allegadas al expediente y contrario a lo afirmado por la parte accionante, encontramos que con respecto a la petición presentada por la señora SOFÍA LILI VILLALBA DE CAICEDO el 20 de enero de 2021, Colpensiones sí ofreció una respuesta oportuna, clara y de fondo, a través del oficio BZ2021_796723 del 26 de enero de 2021, mediante el cual le envió a la accionante, en medio magnético (1CD), la documentación requerida en la petición, pues así se detalla de la lectura de dicho documento allegado como anexo por parte de la accionada.

En efecto, de conformidad con la guía de entrega TC001372215CO de la empresa de correos igualmente anexada por Colpensiones, se observa que la correspondencia fue entregada en la dirección que aportó la peticionaria en el formulario PQRS mediante el cual presentó el derecho de petición, esto es, Carrera 46 Nro. 52-36 en la ciudad de Medellín, Antioquia, lugar donde según la guía de entrega, fue debidamente recibida, por cuanto la misma tampoco fue devuelta por la empresa de correo…”

4. Inconforme con la decisión de instancia, la accionante presentó dentro del término legalmente previsto escrito de impugnación, lo que refirió, en síntesis, es que en realidad Colpensiones nunca entregó el Oficio 2021 BZ2021_796723 del 26 de enero de 2021 en la dirección suministrada al momento de radicar el derecho de petición. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991. 
2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la entidad accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la parte accionante, de manera que deba revocarse el fallo de primer grado, o si por el contrario, esa decisión estuvo ajustada a derecho y por ende merece la ratificación de la Sala. 
3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Sobre el derecho fundamental de petición: 

El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
De igual forma, el título II de La Ley 1437 de 2011, incorporado por medio de la Ley 1755 de 2015, a través de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición, se encarga de desarrollar los requisitos necesarios para la efectividad de dicha garantía, trazando las pautas para la presentación de las distintas modalidades de petición, los términos para su resolución, entre otros. 
Asimismo, como lo ha decantado la jurisprudencia Constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que esta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante, así mismo, se torna en un elemento fundamental de esta garantía su efectiva notificación, pues en vano quedaría el proferimiento de una respuesta en los términos de ley, si la misma no es conocida por el interesado:

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

(…)

k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado.” 

Del caso concreto:

De acuerdo con la información obrante en el expediente, se tiene que la pretensión de la parte accionante radicaba en obtener una respuesta por parte de Colpensiones con respecto a un derecho de petición instaurado el 25 de enero de 2021. Acerca de dicha reclamación, la entidad accionada informó que a la solicitud de marras se le dio respuesta oportuna; es de anotar que, para sustentar dicha afirmación, Colpensiones allegó una guía de envío remitidas a la Carrera 46 Nro. 52-36 en la ciudad de Medellín, Antioquia, lo cual le sirvió de soporte al Juez de conocimiento para abstenerse de proteger el derecho fundamental reclamado. 

A pesar de lo anterior, la Sala no puede pasar por alto lo dicho por la recurrente en su escrito de impugnación, en la que básicamente afirmó que la respuesta a la que hizo referencia Colpensiones en su contestación al traslado de la acción jamás fue conocida, ello, por cuanto al parecer, por razones desconocidas, la empresa de mensajería no entregó la correspondencia, señalando como novedad “envió no entregado” y además de “transito (dev)”, lo que se puede apreciar en pantallazo que adjuntó a su escrito. 
En esas condiciones, es plausible insistir en los presupuestos de efectividad del derecho fundamental de petición que se relacionaron en párrafos anteriores, entre los que se encuentra el de la notificación, que en palabras del Órgano de Cierre en materia Constitucional nos enseña que: “La efectividad y el respeto por el derecho de petición, se encuentran subordinados a que la autoridad requerida, o el particular según se trate, emitan una respuesta de fondo, clara, congruente, oportuna y con una notificación eficaz” 
, concretamente en lo que tiene que ver con esta última, ha señalado que necesariamente la persona que ha presentado una petición debe ser notificada de manera efectiva de su respuesta: 

“4.6. De este segundo momento, emerge para la administración un mandato explícito de notificación, que implica el agotamiento de los medios disponibles para informar al particular de su respuesta y lograr constancia de ello.
4.6.1. Sobre la obligación y el carácter de la notificación, debe precisarse en primer lugar, que esta debe ser efectiva, es decir, real y verdadera, y que cumpla el propósito de que la respuesta de la entidad sea conocida a plenitud por el solicitante. 

4.6.2. Esta característica esencial, implica además que la responsabilidad de la notificación se encuentra en cabeza de la administración, esto es, que el ente al cual se dirige el derecho de petición está en la obligación de velar porque la forma en que se surta aquella sea cierta y seria
, de tal manera que logre siempre una constancia de ello. 

La constancia que logre obtener la entidad de la notificación de su respuesta al peticionario, constituye la prueba sobre la comunicación real y efectiva que exige la jurisprudencia para perfeccionar el núcleo esencial del derecho de petición, desde luego, siempre que la respuesta se ajuste a las exigencias que líneas atrás fueron desarrolladas….

(…)

4.6.4. A partir de esta reflexión, es claro que si la entidad está obligada a tener una constancia de la comunicación con el peticionario para probar la notificación efectiva de su respuesta, con mayor razón el juez constitucional, para evaluar el respeto al núcleo esencial de tal garantía debe verificar la existencia de dicha constancia y examinar que de allí se derive el conocimiento real del administrado sobre la respuesta dada.  
4.6.5. Como se anotó, la constancia no tiene que ser idéntica ni uniforme en todos los casos, pero a pesar de sus elementos diferenciadores, debe permanecer en ella la propiedad esencial que lleve al juez de tutela al convencimiento de que hubo notificación efectiva al interesado. Así, los soportes que generen una duda razonable en el juzgador constitucional, por su falta de aptitud, idoneidad o suficiencia probatoria, deben ser examinados con mayor rigor para determinar si se ajustan a la realidad y certeza de la notificación de la respuesta…” 

Partiendo entonces de lo anterior, es claro que lo dicho por la encartada, a pesar de haberse soportado con documentos probatorios que dan certeza de la expedición del oficio de contestación, no cumple, se insiste, con el requisito de notificación, el cual es a todas luces indispensable, pues sólo de esa manera se pueden llegar a materializar en favor de la peticionaria otro tipo de derechos, como por ejemplo la interposición de los recursos de la vía gubernativa, de llegar estos a ser procedentes para el caso puntual. 

Atendiendo lo dicho hasta ahora, no le queda a esta Colegiatura otra alternativa diferente que la de revocar la decisión impugnada, puesto que a la luz del precedente jurisprudencial expuesto en párrafos anteriores, sobre los elementos que deben ser valorados por los jueces de tutela para establecer si se ha desconocido el derecho fundamental de petición, se puede colegir con facilidad que los escritos presentados carecen de uno de los elementos que constituyen el núcleo fundamental del mencionado derecho: “Ser puesta en conocimiento del peticionario.”
En consecuencia, se concederá el amparo del derecho fundamental de petición del cual es titular la señora Sofia Lili Villalba de Caicedo, y en virtud de ello, deberá Colpensiones notificar de manera EFECTIVA a la accionante el oficio por medio del cual se le dio respuesta a su petición. 

Por lo expuesto, la Sala Decisión de Asuntos Penales del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido el 24 de marzo de 2021, por medio del cual el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira negó la solicitud de amparo invocada por la señora SOFIA LILI VILLALBA DE CAICEDO en contra de COLPENSIONES.
SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental de petición del cual es titular la señora SOFIA LILI VILLALBA DE CAICEDO.

TERCERO: ORDENAR a COLPENSIONES que, en el improrrogable término de cuarenta y ocho (48) horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, notifique de manera EFECTIVA a la señora SOFIA LILI VILLALBA DE CAICEDO el contenido del oficio por medio del cual dio respuesta a su petición. 

CUARTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
� Sentencia T-377 de 2000.


� Sentencia T-249 de 2001.


� Sentencia T-149/13, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Por ejemplo, en la sentencia T-545/96, M.P. Antonio Barrera Carbonell, la Corte concedió la tutela al derecho de petición en virtud de que la respuesta acerca del reconocimiento del derecho de pensión de la accionante había sido enviada a una dirección diferente a la aportada por ésta. Consideró la Corte que no había existido efectiva notificación a la peticionaria.


� Sentencia T-149/13, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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